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CONSEJO DE ESTADO

 SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN C

Consejero Ponente: Enrique Gil Botero

Bogotá, D.C, 13 de junio de 2013
Radicación:


07001233100020010135601 (25712)
Demandante:
         Hermógenes Manzanares y otros 

Demandado:
Nación – Ministerio de Defensa – Fuerza Aérea Colombiana  
Asunto:


Acción de Reparación Directa

Decide la Sala los recursos de apelación interpuestos por las partes contra la sentencia del 17 de julio de 2003, proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca, en la que se resolvió lo siguiente:

“PRIMERO: Declarar administrativamente responsable a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – FUERZA AÉREA COLOMBIANA –FAC-, por los perjuicios MORALES Y MATERIALES causados a los actores MARÍA ESPERANZA RODRÍGUEZ ARENAS, SARA JOHANA MANZANARES RODRÍGUEZ, HERMÓGENES MANZANARES Y LICENIA GÓMEZ RODRÍGUEZ, como consecuencia de la muerte de su esposo, padre e hijo, señor JHONNY MANZANAREZ GÓMEZ.

SEGUNDO: CONDENAR a  LA NACIÓN – MINDEFENSA – FUERZA AÉREA COLOMBIANA –FAC-  a pagar por concepto de perjuicios morales los siguientes valores:

· A MARIA ESPERANZA RODRÍGUEZ ARENAS en su calidad de esposa de la víctima el equivalente a OCHENTA (80) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

·  A SARA JOHANA MANZANARES RODRÍGUEZ  en su calidad de hija de la víctima, el equivalente a OCHENTA (80) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

· A HERMÓGENES MANZANARES, en su calidad de padre de la víctima, el equivalente a OCHENTA (80) salarios mínimos mensuales vigentes.

·  A LICENIA GÓMEZ RODRÍGUEZ, en su calidad de madre de la víctima, el equivalente a OCHENTA (80) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

TERCERO: CONDENAR a LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – FUERZA AÉREA COLOMBIANA –FAC- a pagar a favor de MARÍA ESPERANZA RODRÍGUEZ ARENAS y SARA JOHANA MANZANARES RODRÍGUEZ, por concepto de lucro cesante (indemnización debida e indemnización futura) la suma de CIENTO SESENTA Y SEIS MILLONES CUATROCIENTOS OCHO MIL OCHOSCIENTOS (sic) TREINTA Y DOS PESOS ($ 166.408.832) M/CTE. (…)

CUARTO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda. (…)” 

–Fls. 233 a 265 Cdno. Ppal.-

I. ANTECEDENTES
1. El 28 de marzo de 2001, los señores: María Esperanza Rodríguez Arenas actuando en nombre propio y en representación de la menor, Sara Johana Manzanarez Rodríguez; Hermógenes Manzanares; Licenia Gómez Rodríguez; Lucero y José Enrique Gómez; Henry, Doris, Lindon, William, Luz Mery, Miriam y Magdalena Rocío Manzanares Gómez, interpusieron demanda en ejercicio de la acción de reparación directa contra la Nación - Ministerio de Defensa, Fuerza Aérea Nacional, para que se le declarara patrimonialmente responsable de la muerte de Jhon o Jhonny Manzanares Gómez, en el accidente del avión FAC 5530 en la ruta Carimagua - Saravena (Arauca), ocurrido el 26 de septiembre de 1987, y cuyos restos fueron hallados en el municipio de Tame - Arauca, el día 1° de abril de 1999. 

En consecuencia, deprecaron que se condenara por concepto de daño material al pago de $ 132´396.290.oo pesos, a favor de quienes actúan en calidad de esposa e hija; y por perjuicios morales, la suma equivalente a 3.000 gramos oro, para cada uno de los demandantes.

2. Como fundamento de sus pretensiones, narraron, en resumen, los siguientes hechos:

2.1. 
El 26 se septiembre de 1987, el Suboficial Técnico Tercero, Jhon o Jhonny Manzanares Gómez, desapareció en la aeronave de matrícula FAC 5530, la cual había abordado en cumplimiento de una misión en zona de orden público del departamento de Arauca.

2.2
El avión decoló de la base aérea de Carimagua con destino a Saravena, a la hora y fecha indicadas, con el fin de trasladar al uniformado para relevar a otros compañeros que se encontraban en un operativo en la zona, no obstante, la nave nunca arribó.

2.3
En cuanto se tuvo conocimiento de la desaparición de la aeronave, y las condiciones climáticas lo permitieron, se enviaron otras aeronaves de reconocimiento sobre el sector, sin obtener de resultados positivos. 

2.4
El 14 de diciembre de 1987, el Comando de la Base Aérea Luis F. Pinto P., declaró provisionalmente desaparecido al Suboficial Jhon Manzanares Gómez; con posterioridad, mediante resolución No. 178 de diciembre de 1998 (sic), el Comandante de la Fuerza Aérea le dio de baja por muerte presunta; y en resolución No. 454 del 31 de enero de 1990, la entidad honró la memoria de los desaparecidos en el siniestro aéreo. 

2.5
Finalmente, el 30 de marzo de 1999, agentes de la Fuerza Aérea, en un operativo de búsqueda de otra nave desaparecida, hallaron los vestigios del avión extraviado hacía 12 años, ubicado en el municipio de Tame (Arauca). 
2.6
El 2 de abril de la misma anualidad, la Fiscalía Sexta Seccional de Villavicencio realizó la inspección de los cadáveres No. 120 a 126, ubicado en Cerro Azul del municipio de Tame, que pertenecían a la tripulación del avión Cessna 402 de matrícula FAC 5530, conformada por 7 personas, entre estas, el Suboficial Jhon Manzanares Gómez.

2.7
Mediante dictamen pericial del 27 de diciembre del 2000, la Fiscalía Sexta Especializada de la Unidad Cuarta de Fiscalías Delegadas ante los Juzgados Penales del Circuito de Villavicencio concluyó que los restos óseos examinados pertenecían a los tripulantes de la aeronave en cuestión. En consecuencia, la Fiscalía Única Seccional de Tame mediante oficio 155 del 22 de mayo de 2001 dispuso la inscripción de los respectivos registros civiles de defunción de los miembros de la tripulación.

2.8 
Finalmente, la inscripción del Registro Civil de Defunción de Jhon Manzanares Gómez se realizó el 25 de mayo de 2001, bajo el serial indicativo No. 04348025.

3. La demanda fue admitida, en auto del 8 de mayo de 2001, y notificada en debida forma; con posterioridad, el libelo inicial fue aclarado y corregido mediante escrito presentado el 22 de junio del mismo año, el cual fue admitido el 13 de julio siguiente, y notificado debidamente.

4. En el término legal, el apoderado judicial de la Nación – Ministerio de Defensa, Fuerza Aérea contestó la demanda y se opuso a las pretensiones. Sostuvo que los daños ocasionados con el siniestro aéreo comportaba un riesgo propio de servicio el que se había materializado, bien por una causa extraña o por un ataque de un grupo terrorista, y solicitó que se negaran las pretensiones de la demanda comoquiera que, en el proceso no estaba probada la falla en el servicio prestado por la entidad.

Por último, propuso la excepción de caducidad de la acción al considerar que, el cómputo debía realizarse a partir de la fecha en que se presentó el siniestro, esto es, 26 de septiembre de 1987. No obstante, si de manera excepcional, se concluyera que debía contarse a partir de fecha diferente considerando que los demandantes no tenían certeza del daño, el inicio del plazo debía realizarse a partir de las resoluciones en las que se declaró provisionalmente desaparecido o la que dio de baja por muerte presunta al Suboficial Manzanares Gómez, esto es, diciembre del 1987 o del 1998 (sic).

5. Concluida la etapa probatoria, iniciada por auto del 24 de septiembre de 2001, se corrió traslado para alegar el 23 de enero de 2003. 

La parte demandante manifestó que en el presente asunto debía aplicarse, en principio, el título de falla presunta en el servicio por tratarse de un caso de accidente aéreo en el que la responsabilidad del transportador aeronáutico era objetiva y la carga de la prueba recaía sobre el demandado, el cual estaba en el deber de demostrar su diligencia; o el de riesgo excepcional por tratarse de una actividad peligrosa a la que el Estado sometía a sus agentes para su beneficio propio. De otro lado, señaló que no era posible que prosperara la excepción de caducidad de la acción, puesto que no era procedente computar el término a partir de la resolución interna expedida por la Fuerza Aérea que dio de baja por muerte presunta al Suboficial Manzanares Gómez, ya que se trató de una actuación de carácter administrativo y no judicial, y manifestó que sólo con posterioridad al dictamen realizado por el laboratorio de fiscalía en el que se reconocieron los restos óseos de los cuerpos sin vida y se ordenó la inscripción en el registro de defunción fue que se tuvo certeza del daño, por lo cual este último es el momento a tener en cuenta para computar el plazo de la caducidad.

La parte demandada consideró que no era posible declarar la responsabilidad bajo el régimen de falla en el servicio, en razón a que no estaba probada una conducta anormal y deficiente; tampoco como daño especial, comoquiera que en los casos de actos terroristas resultaría absurdo condenar al Estado por un daño ocasionado en un intento de defender a la sociedad. Y finalmente, reiteró los argumentos relacionados con la excepción de caducidad de la acción.

Concepto del Ministerio Público

El agente del Ministerio Público expresó que la excepción propuesta por la demandada no tenía vocación para prosperar en atención a que, las resoluciones internas relacionadas con la presunta muerte de Suboficial no daban certeza a los familiares sobre la materialización del daño, de allí que la fecha que se debía considerar para el cómputo de la caducidad era la inscripción del registro de defunción del fallecido. 
De otro lado, consideró la ausencia de responsabilidad de la demandada al sostener la improcedencia en la aplicación de los títulos de imputación de falla presunta del servicio o riesgo excepcional, ya que no se trataba de un pasajero civil transportado por el Estado, sino de un militar que hacia parte de la tripulación que tenía a su cargo una misión de relevo de tropas, en ese orden, existía una mayor carga y compromiso en el desempeño de funciones de defensa del orden jurídico y constitucional, lo cual lleva a mayor riesgo comparado con el de un ciudadano común, razón por la que se les prepara profesionalmente para confrontarlos y superarlos. Por lo anterior, en los casos de militares muertos en una misión, sólo procede abordarlos bajo el lente de la falla probada del servicio, puesto que ante la materialización del daño, la víctima tendría el deber jurídico de soportar el alea que implica la actividad peligrosa, como en el caso lo es la aeronavegación con fines militares. Concluyó que el anterior razonamiento se ajusta a los parámetros de justicia, pues la legislación castrense privilegia a nivel prestacional a los familiares de la víctima en cuanto al pago de una compensación económica a cargo de las Fuerzas Aéreas. 

Sentencia de Primera Instancia

Mediante providencia del 17 de julio de 2003, el Tribunal Administrativo de Arauca accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda. En apoyatura de la decisión puntualizó lo siguiente: 

“ (…) la fecha de la decisión administrativa de la FAC del (9) de noviembre de 1989 y la propia resolución número 170 del 11 de diciembre de 1989 suscrita por el Comandante de la FAC, mediante la cual se dio de baja a un personal de la FAC por presunción de muerte, no puede en ningún  momento y bajo circunstancia alguna, tenerse como actos a partir de los cuales quedó definida la fecha de iniciación del término de caducidad de la acción de reparación directa, dado que dichas decisiones sólo tuvieron efectos jurídicos para el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales al cónyuge del militar desaparecido y la baja administrativa del suboficial técnico, es decir, meros efectos laborales (…); no pudiendo, en ningún caso, reemplazar o suplantar la sentencia judicial exigida por el artículo 97 de Código Civil para decretar con plenos efectos civiles y jurídicos de todo orden, la muerte presunta o presunción de muerte por desaparecimiento, o, la constatación efectiva y real del fallecimiento mediante el hallazgo de los restos mortales y la prueba técnico-científica que así lo demuestre, como en realidad sucedió en el presente caso con posterioridad. (…) Por lo tanto la excepción planteada no tiene vocación de prosperidad, pues, es a partir de esta última fecha, 25 de mayo de 2001, que los familiares de los fallecidos tienen la certeza absoluta de su fallecimiento o defunción (…)”

(…)

Pues, si bien es cierto que no existe prueba de la falla del servicio bajo cualquiera de sus posibles modalidades, es también muy cierto que la causa del accidente aéreo no se encuentra demostrada, pudiéndose haber ocasionado por una falla técnica un error humano, una fuerza mayor o caso fortuito, extremos todos que bajo ninguna circunstancia se encuentran demostrados, por lo que se hace imperioso concluir que fue una causa extraña la productora del siniestro aéreo. Partiendo de ese presupuesto tanto la doctrina como la jurisprudencia han determinado, que los daños causados por razón del transporte aéreo estructura uno de los capítulos más importantes de la responsabilidad extracontractual por actividades peligrosas. 

(…) 

Ahora bien nuestro Consejo de Estado ha sostenido que en casos de accidentes aéreos en aeronaves del Estado se aplican los principios que rigen el contrato de transporte aéreo privado así no exista como substrato o fundamento un contrato de transporte. (…) para el caso que nos ocupa, pues a pesar de no haberse configurado un transporte gratuito, oneroso o contractual, el vuelo del FAC 5530 era oficial, con cargo específico al Estado Colombiano y tenía por objeto, en el caso concreto del señor Jhon Manzanares Gómez, transportarlo de Carimagua a Saravena para desempeñar labores relacionadas con su vinculación laboral. En consecuencia no habiéndose aportado la prueba por parte de la Nación – Ministerio de Defensa, FAC, acerca del hecho de un tercero o culpa exclusiva de la víctima, únicas causales exonerativas de su responsabilidad extracontractual, el fallo será de condena.
(…)

La Sala considera que, los perjuicios morales a los actores MARIA ESPERANZA RODRÍGUEZ ARENAS en su calidad de esposa de la víctima, su hija menor SARA JOHANA MANZANARES RODRÍGUEZ y HERMÓGENES MANZANARES Y LICENIA GÓMEZ RODRÍGUEZ en su condición de padres, deben ser reconocidos, y con respecto a los demás, es decir, los hermanos mayores de la víctima, serán negados, pues, ninguno de los hermanos al momento de la muerte de JHONY MANZANARES GOMEZ eran menores de edad y tampoco obran con respecto de todos los hermanos, los registros civiles que permitan demostrar dicho parentesco dentro del proceso” -Fls. 233 a 265 Cdno. Ppal.- 

Recurso de Apelación

Las partes interpusieron recursos de apelación contra la sentencia, el que les fue concedido en auto del 28 de agosto de 2003 y admitido 31 de octubre de la misma anualidad.
La parte demandante solicitó reconsiderar la negativa al reconocimiento de los perjuicios morales a favor de los hermanos del fallecido, al advertir que, contrario a lo sostenido por el a quo, el parentesco estaba plenamente demostrado con los registros civiles de nacimiento aportados con la demanda; de otro lado, sostuvo que el argumento referido a la mayoría de edad para negarles la indemnización, era violatorio de los preceptos constitucionales y en particular, del derecho a la igualdad. Finalmente, pidió el aumento del monto reconocido por este concepto a los padres, esposa e hija del suboficial fallecido.  

Por su parte, la entidad demandada reiteró los argumentos expuestos en la contestación de la demanda relacionados con el título de imputación bajo el cual debía analizarse su responsabilidad y la excepción de caducidad de la acción. Y finalizó solicitando que se revocara la sentencia de primera instancia, y en su lugar, se despacharan desfavorablemente las pretensiones de la demanda. 

Vencido el término para alegar, el apoderado de la parte demandante presentó alegato de conclusión, en el que reiteró los argumentos de la demanda y del recurso de apelación; a su vez, la entidad demandada insistió en los expuestos en la contestación y el recurso de alzada. El Ministerio Público guardó silencio. 

II. CONSIDERACIONES

Corresponde a la Sala decidir los recursos de apelación interpuesto por la partes, contra la sentencia del 17 de julio de 2003, proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca, a fin de determinar la responsabilidad o no de la entidad demandada.  
Previo a resolver de fondo, debe precisarse que la Sala resolverá la controversia con fundamento en lo establecido en el artículo 357 del C.P.C., es decir, abordará los extremos de la litis sin limitación alguna, excepto la que impone el principio de congruencia, puesto que la parte demandante y la entidad demandada interpusieron recursos de apelación contra la providencia de primera instancia.

Aclarado el punto anterior, se procederá a analizar los aspectos relacionados con la institución de la caducidad de la acción para determinar la prosperidad de la excepción propuesta.
1.
De la caducidad de la acción

Se tiene por establecido que la caducidad se configura cuando el plazo establecido en la ley para instaurar algún tipo de acción, ha vencido
. Es la sanción que consagra la ley por el no ejercicio oportuno del derecho de acción, en tanto al exceder los plazos preclusivos para acudir a la jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar que sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. 

Las normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que debe imperar en todo ordenamiento, en el sentido de impedir que situaciones permanezcan en el tiempo, sin que sean definidas judicialmente. En otros términos, el legislador establece unos plazos razonables para que las personas, en ejercicio de una determinada acción y, con el fin de satisfacer una pretensión específica, acudan a la jurisdicción a efectos de que el respectivo litigio o controversia, sea definido con carácter definitivo por el juez competente. 

Así las cosas, es la propia ley la que asigna una carga
 para que, ante la materialización de un determinado hecho, los interesados actúen con diligencia en cuanto a la reclamación efectiva de sus derechos, sin que las partes puedan convenir en su desconocimiento, modificación o alteración.       

Y sobre las características de la figura, la doctrina ha manifestado: 

“a) En primer término, la caducidad produce la extinción de la acción afirmada en cada caso concreto… y del derecho a impedir que se logre su declaratoria oficiosa por no presentación oportuna de la petición necesaria para su reconocimiento. 

“b) La caducidad no es susceptible de renuncia, pues transcurrido el tiempo automáticamente genera todos sus efectos. De ahí que, aún cuando el posible favorecido con la eficacia de la caducidad quisiera no tenerla en cuenta, el juez de todas maneras la declarará oficiosamente…

“c) La caducidad, cuando se trata de computar el término respectivo, no se fija en la noción de exigibilidad de la obligación, como sí ocurre respecto de la prescripción, sino en la ocurrencia del hecho previsto en la ley o contrato, para que empiece el inexorable curso del plazo. 

“d) La caducidad por regla general no admite suspensión del término, que corre en forma perentoria…” (Cursivas en original)
.

Con relación a la caducidad de la acción de reparación directa, el numeral 8 del artículo 136 del C.C.A. - modificado por el artículo 44 de la ley 446 de 1998- establece lo siguiente: 

“La de reparación directa caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por acusa de trabajo público o por cualquier otra causa.”

En ese sentido, la jurisprudencia de esta Corporación
 ha reiterado que el término de caducidad de la acción de reparación directa debe computarse a partir del día siguiente a la fecha en que tuvo ocurrencia el hecho, la omisión o la operación administrativa que causó el perjuicio, pues al encontrar su fundamento en la existencia del daño cuya indemnización se reclama, el cómputo de la caducidad se inicia una vez configurado el hecho o acontecimiento generador de aquél.

Sin embargo, debido a la complejidad de las relaciones sociales, no siempre se puede determinar con precisión la fecha del hecho dañoso, o si fue uno solo el causante del mismo, o por el contrario, si obedeció a una multiplicidad de causas. Así las cosas, se ha sostenido que en algunos eventos, el término de caducidad debe ser contabilizado a partir de la fecha en la que los actores tuvieron conocimiento del suceso que produjo el daño. Es así que, en los casos en los que no se puede determinar con exactitud la fecha de ocurrencia del hecho dañoso, el término de caducidad debe ser computado a partir del momento en que se tenga pleno conocimiento de la lesión a un bien o interés jurídico, y principalmente, desde que se tiene certeza de la entidad del mismo, toda vez que en estos eventos, si bien se conoce el hecho que produjo el daño, al no tener certeza sobre la lesión misma, se imposibilita hacer conciencia de la relación entre ambos, y a su vez al interesado no tiene los elementos fácticos para establecer una conexión entre el daño y su causa. En ese orden, al tratarse de casos relacionados con daños que sólo se conocen de forma certera y concreta con el discurrir del tiempo y con posterioridad al hecho generador, en aras de la justicia, se impone contar el término de caducidad a partir del conocimiento que el afectado tiene del daño.
En el caso sub examine, se tiene que en demanda presentada el 30 de marzo de 2001, se solicitó declarar responsable a la Nación – Ministerio de Defensa, Fuerzas Aéreas por los hechos ocurridos  el 26 de septiembre de 1987, en el que falleció el Suboficial Manzanares Gómez. 

Ahora bien, no obstante el tiempo trascurrido desde la fecha del hecho generador del daño y el ejercicio de la acción de reparación directa, una vez analizado el proceso, se tiene que los demandantes sólo tuvieron certeza del daño alegado el 25 de mayo de 2001
, esto es, la fecha en que la Fiscalía gestionó el trámite de la inscripción de los registros civiles de defunción de los militares muertos en el accidente aéreo, lo que sólo fue posible una vez efectuado el análisis de los restos óseos encontrados en el lugar de los hechos, realizado por la Fiscalía General de la Nación
. 
Así las cosas, en concordancia con lo expuesto por el a quo, se considera que fue el 25 de mayo de 2001, el día en que los demandantes pudieron conocer con seguridad de la muerte del Suboficial Manzanares Gómez, por lo tanto es esta la fecha a partir de la cual se debe empezar  a contar el término de caducidad de la acción de reparación directa y, habiéndose presentado la demanda el 30 de marzo de 2001, resulta evidente que el ejercicio de la acción se hizo dentro del término previsto por la ley, razón por la cual no es de recibo la excepción propuesta por la parte demandada y, en consecuencia se entrará a estudiar de fondo el asunto.

2. De los medios de prueba

Así las cosas, procede la Sala a reseñar los medios probatorios que se allegaron para el establecimiento de los hechos relevantes del proceso:  

2.1
Registro Civil de Defunción de Jhon Manzanares Gómez, obrante a folio 120 del cuaderno del Tribunal. 

2.2
Hoja de Servicios Militares No. 154 FAC 175, registrada en el libro No. 001 a folio 86 y expedida el 3 de enero de 1990, en la que consta que Jhon Manzanares Gómez, estuvo vinculado a las Fuerzas Aéreas desde el 9 de marzo de 1981 como soldado alumno, ascendió a Técnico Tercero mediante resolución 022 de 1986 y finalmente se le confirió ascenso póstumo en resolución 454 del 31 de enero de 1990 al grado de Técnico Segundo con fecha del 26 de septiembre de 1989. –Fl 20 Cdno. 3° Pruebas-
2.3
Informe Preliminar No. CAATA-ATASE-300 suscrito por el Comandante Comando Aéreo de Apoyo Técnico, Coronel José Iván Losada Pastrana, realizado el 26 de octubre de 1987, en el que manifiesta que el 26 de septiembre de la misma anualidad, después de las 14:00 horas, desapareció el avión tipo Cessna 402 identificado con el No. FAC 5530 serie No. 402-31098; además, especifica que entre las personas abordo se encontraba el copiloto, un tripulante y cinco pasajeros, y dentro de estos últimos identifica al Suboficial Manzanares Gómez, las cuales tenían como misión el relevo de tripulaciones destacadas en zona de orden público; de otro lado, describe las condiciones meteorológicas de ese día para concluir que hacia mal tiempo pues llovía en el área.  Finalmente, advierte como desconocidas las posibles causas del suceso y la manera como ocurrió el accidente. –Fl. 130 a 132 Cdno. 2° Pruebas-

2.4
Informe suscrito por el Asesor Técnico de la Oficina de Investigación y Protección Civil, Julio Lescaubura, quien sobre el accidente describe:

“SITUACIÓN METEOROLÓGICA DEL ÁREA: Para efectuar el análisis de la posible localización del avión FAC 5530, se obtuvieron y ampliaron dos vistas de Satélite Meteorológico del área de COLOMBIA y VENEZUELA, estas vistas corresponden al día sábado 26-09-1987, a las 18:31 UTC (Vista Térmica) y a las 19:01 UTC (Vista Visible), tomando para su selección el último reporte conocido de la tripulación a las 18:35 UTC. Las imágenes del satélite, permite observar la presencia de varias áreas de actividad tormentosa sobre la cordillera oriental, el pie de monte de la misma en el área de los ríos Cravo Sur y Cusiana, el Sur-Oeste de Tame a la altura de la Cuenca alta del río Casanare (al norte y noroeste de la Paz de Oriporo) y el sector al sur de Curimagua a la altura de los ríos Guarrojo y Planas. Las áreas de tormentas sobre la Cuenca del Casanare, estaban en proceso de desarrollo cerca de las 19:00 horas UTC. Estas tormentas se encontraban asociadas con abundantes capas de cirrostratos, altostratos y altocúmulos, especialmente al este de las formaciones tormentosas. La tendencia general de las tormentas era la de desplazarse hacia el oeste, con velocidades variables por el relieve del terreno; en el sector de los llanos se estima que tenían velocidades de movimiento de 20 a 22 nudos, pero en el pide de monte cordillerano, dichas velocidades se redujeron hasta 10 y 5 nudos. El viento promedio a 10.000 pies era de los 090 grados de 20 a 22 nudos y las cimas de las tormentas occilaban entre los 45.000 y los 55.000 pies. (…)”  -Fls.123 Cdno. 2° Pruebas-
2.5
Registro diario de operaciones aéreas de la FAC, en la que dan cuenta de varias de ellas encaminadas a la búsqueda de la aeronave desaparecida, realizadas entre los días 27 de septiembre y 2 de diciembre de 1987, para en un total de 216 horas con 57 minutos. –Fls. 115 a 120 Cdno. 2° Pruebas-
2.6
Concepto fechado el 7 de diciembre de 1987, realizado por el Comandante de la Base Aérea Luís F. Pinto P., Coronel José Iván Losada Pastrana, en el que declara provisionalmente desaparecido al Suboficial Jhon Manzanares Gómez.

2.7
Concepto fechado el 9 de noviembre de 1989, realizado por el Comandante de la Base Aérea Luís F. Pinto P., Coronel Héctor Fabio Velasco Chávez, en el que declara definitivamente desaparecido al Suboficial Jhon Manzanares Gómez.

2.8
Resolución No. 454 del 31 de enero de 1990 suscrito por el Ministro de Defensa, General Oscar Botero Restrepo, mediante la que se honra a la memoria del Suboficial Manzanares Gómez y se le confiere ascenso póstumo al grado de Técnico Segundo. 
2.9
Informe del rescate de la aeronave FAC 5530 realizado, el 31 de marzo de 1999, por el Mayor General, Jairo García Camargo, en el que se lee:

“Una vez indicada la aeronave, el equipo de rescate conformado por 7 miembros de la institución, 2 fiscales y tres miembros de la Defensa Civil Colombiana y bajo la Dirección del Comandante del Comando Aéreo de Combate No. 2, partieron hacia la localidad de TAME (Arauca) en donde se efectuaron preparativos necesarios para iniciar las labores de rescate a partir del día siguiente. A las 5:30 horas del día primero de abril se inició el traslado hacia el sitio del siniestro, encontrando allí un avión cessna 402 con matrícula FAC 5530 accidentado el día 27 de septiembre de 1987 con 8 ocupantes a bordo y del cual no se tenía conocimiento alguno desde entonces. La aeronave fue hallada en el sitio denominado cerro azul a 25 millas náuticas de la localidad de TAME hacia el oeste, a una altitud de 12.500 pies. Las características generales del terreno encontradas allí fueron, clima de páramo con escasa vegetación, temperatura cerca de los 0° centígrados y suelo tipo rocoso con formación de abismos considerables. La comisión de rescate estableció dos omisiones de cumplir: 1. Rescate de los restos de los ocupantes; 2. Establecer los indicios de la posible causa del accidente. Por lo tanto los 9 miembros que desembarcaron cerca del lugar del siniestro emprendieron estas dos tareas dividiendo las respectivas labores y responsabilidades. Los restos de los ocupantes fueron hallados en forma diseminada, por lo que obligó a sectorizar el área en 7 partes y efectuar la recolección de acuerdo a cada ubicación. Los indicios preliminares del impacto de la aeronave se establecieron así: La aeronave se impacto con rumbo al norte; la operación de los dos motores en el momento del impacto era normal; el primer impacto fue en el plano derecho lo que ocasionó un ascenso súbito del plano izquierdo, quedando finalmente la aeronave invertida con destrozos en sus dos terceras partes frontales; la aeronave fue localizada 25 millas náuticas al oeste de la trayectoria inicial. Una vez terminadas las labores de rescate las condiciones atmosféricas no permitieron la evacuación del equipo, lo que obligó a establecer un campamento para pasar la noche. 

(…)

Una vez terminadas las labores de rescate los restos de los ocupantes quedaron bajo la custodia de la Fiscalía General de la Nación, quienes iniciaron las labores de reconocimiento e identificación de cada uno de los miembros a bordo del FAC 5530. (…)” -Fls. 86 y 87 Cdno. 2° Pruebas- 
2.10
Informe No. 02560 relacionado con el rescate de la aeronave desaparecido, suscrito por el Brigadier General, Ángel Mario Calle Durán, con fecha del 22 de abril de 1999, en el que se describió lo siguiente:
“El equipo de búsqueda y rescate se conformó con una comisión de la Inspección General, al mando del Señor Mayor Vargas Jorge, el equipo SAR de Apiay y tres integrantes de la Defensa Civil. El miércoles, 31 de marzo de 1999 se concentró todo el personal en CACOM-2, donde recibieron instrucciones precisas de operación y de seguridad para realizar la misión por parte del Comandante de la Unidad. La comisión procedió en un Breifing (sic) detallado de la misión con las entidades involucradas, asignando responsabilidades y verificando el equipo disponible. El 1° de abril a las 05:30, se procedió con el primer vuelo transportando el personal de seguridad FAC y de la Defensa Civil, también se llevó el material logístico, como carpas, agua, camillas y alimentos. El segundo vuelo transportó al Comandante de la misión de rescate, el Oficial de Seguridad Aérea del CACOM-2 y dos personas de CTI iniciando la investigación del accidente. Al llegar al sitio se hizo una filmación general del sector, al igual que la toma de fotografías para tener una idea de la magnitud del accidente y lo difícil del acceso para el rescate. Se prosiguió al sitio donde posiblemente fue el primer lugar de impacto, para analizar que parte del avión había golpeado primero contra la montaña donde concluimos que el impacto fue primero con el [ilegible] izquierdo comprometiendo parte de ese plano y por debajo ya que el piso del avión quedó totalmente desprendido y el [ilegible] del tren principal izquierdo estaba completamente doblado por el golpe al igual que la llanta estallada. Posteriormente, empezamos al ascenso encontrando todo tipo de restos; partes del motor, instrumentos, la hélice que estaba torcida hacia atrás y hacia los lados, demostrando que el motor venía con potencia. A unos 150 metros del primer impacto se encontró la cabina con algunos trozos de flexiglass (sic), sillas y algunos instrumentos. A unos 30 metros encontramos los restos más grandes, el tabaco invertido por el efecto del primer impacto y se evidencia que con la fuerza que traía la aeronave más el impulso del motor del otro lado, enrolló el avión. El fuselaje tenía el piso desprendido sin los planos y la cabina, también el empenaje estaba doblado. En la parte de atrás de los restos se encontró el ELT y detrás del empenaje, en el suelo se encontraron las palancas de los motores, indicando la posición que tenían en el vuelo, además, los restos del radar meteorológico, en la posición de WARNING ALERT, 20 millas y la cabeza en neutro (…). En el filo de la montaña se encontró el tren principal izquierdo golpeado y algunos instrumentos que fueron traídos como evidencia (flujometro, indicador de combustible). Aproximadamente a unos 200 metros del lugar donde quedó el tabaco, se encontró un tren en buen estado parece ser el derecho, pero ningún vestigio del motor, sólo una pala y parte de la cubierta del tanque de combustible. El avión quedó con rumbo Norte, existiendo la posibilidad que el piloto ya había sospechado que estaba lateral Saravena por el tiempo que llevaba de vuelo, pero como estaba volando IFR no tenía otra forma de chequearlo. Se cree que la velocidad del avión era aproximadamente de 130 nudos indicados a una altura de 12.500 pies al momento del impacto. Se encontraron restos esparcidos en aproximadamente unos 400 metros cuadrados, esto nos da a entender que el golpe fue bastante fuerte, algunos relojes estaban sin pulso, los restos humanos y de la cabina de mando se hallaban muy esparcidos. A las 17:00 horas después de haber complementado todo el rescate e identificación de los restos, se procedió a armar el campamento, porque las condiciones meteorológicas no eran favorables; a las 17:50 al Black Hawk logró llegar al sitio y evacuó a seis miembros del SAR, quedando en la montaña tres miembros que pernoctaron y al otro día a primera hora se recogieron con todo el equipo logístico. Ese mismo día todo el grupo procedió para la Base Aérea de Apiay y efectuaron los trabajos de levantamiento de los cuerpos.”  Fls. 105 y 106 Cdno. 2° Pruebas-
2.11
Actas de levantamiento Nos. 120 a 126 de los restos óseos, elementos y pertenencias hallados en el Cerro Azul jurisdicción de Tame  (Arauca), pertenecientes a la tripulación y demás ocupantes del avión Cessna 412 con matrícula FAC 5530, accidentado el 26 de septiembre de 1987. – Fls. 122 a 157 Cdno. Tribunal-

2.12 
Tipificación molecular de ADN rendido por la investigadora judicial, Martha Roa Bohórquez, perteneciente al Laboratorio de Genética Forense de la Fiscalía General de la Nación en el que se determinó que dos de las osamentas encontradas eran pertenecientes a dos de los tripulantes del avión accidentado. En oficio remisorio, el jefe de la División de Criminalística de la Fiscalía advierte que, en razón de estas pruebas, se concluye que los demás materiales óseos sin identificar, pertenecían al resto de la tripulación. –Fls. 157 a 163 Cdno. Tribunal-

3. De los hechos probados y el título de imputación
De los anteriores medios probatorios, se da por acreditado que el 26 de septiembre de 1987, la aeronave Cessna 412 con matrícula FAC 5530 fue programada para ejecutar una operación militar en la ruta Carimagua-Saravena, con un total de 2 personas en tripulación y 6 pasajeros. Sólo pasado 11 años, exactamente el 31 de marzo de 1999, se encontró la aeronave y los restos óseos de sus ocupantes, entre los que estaban los del Suboficial Manzanares Gómez.   

De acuerdo a las pretensiones de la parte actora, la entidad demandada debe responder por la muerte del citado suboficial, considerando que perdió la vida en desarrollo de una operación militar en una aeronave, situación a la que debe aplicársele el régimen de falla presunta del servicio. De manera adicional, sostuvieron que el avión no tenía las suficientes herramientas como radioayudas y que el accidente se produjo por las condiciones meteorológicas al momento de la operación. A su turno, la entidad demandada enfatizó en que no debía responder comoquiera que, no estaba probada la falla en el servicio, régimen que considera aplicable al caso concreto, además insistió en el argumento del riesgo propio del servicio.                                                                                                                                                                                                                                  

La conducción de aeronaves, al igual que la manipulación de armas de fuego, el manejo de energía eléctrica o la utilización de vehículos automotores, es considerada una actividad peligrosa, de manera que, en los eventos en que se solicita la reparación de un daño, al demandante le basta acreditar que la actividad peligrosa fue lo que lo causó, y por su parte a la entidad demandada, para exonerarse de responsabilidad debe demostrar la existencia de una causal de fuerza mayor, hecho de la víctima o el hecho de un tercero. Lo anterior, siempre que las pruebas obrantes en el plenario no evidencien una falla en la prestación del servicio, pues bajo este supuesto, el juez tendrá que declararla
.

Con relación al régimen de imputación aplicable, es menester aclarar que, si bien con anterioridad, la jurisprudencia de esta Corporación manejaba los eventos que implicaban el ejercicio de actividades peligrosas bajo el sistema de falla presunta, lo cierto es que en la actualidad se ha adoptado otro criterio en cuanto al título de imputación jurídica, pues en estos eventos opera un régimen de responsabilidad objetivo, lo que implica, de un lado, que el demandante sólo tiene que probar la existencia del daño antijurídico y que el mismo se originó en el ejercicio de la actividad peligrosa a cargo de la entidad demandada; en esa medida, resulta irrelevante que se pruebe por el demandado que obró con diligencia y cuidado, en razón a que sólo se podrá exonerar de responsabilidad probando la existencia de una causa extraña, como la fuerza mayor o el hecho exclusivo y determinante de la víctima o de un tercero.

En este sentido ha sido reiterada la jurisprudencia
 en señalar que en los eventos en los que el daño es producido por el ejercicio de actividades peligrosas, el régimen aplicable es objetivo, porque el factor de imputación se deriva de la realización directa de una actividad que entraña peligro, de tal manera que en esos supuestos basta que la parte demandante acredite, primero, la existencia del daño antijurídico, y segundo, que el mismo se ha generado como consecuencia de dicha actividad. En ese orden, es menester señalar que la responsabilidad se estructura bajo el hecho cierto de que la actividad peligrosa hubiere sido ejercida por cuenta de la entidad demandada.

A su vez, a efectos de determinar la responsabilidad de los daños causados en esta clase de situaciones, es preciso identificar quién ejerce la guarda material sobre la actividad o la cosa peligrosa
, puesto que tal circunstancia establece las directrices del título de imputación bajo el que debe analizarse el supuesto.

En el caso sub examine se tiene que la parte demandante afirma que la aeronave siniestrada no contaba con un sistema de radioayuda eficiente y, de manera adicional, que las condiciones meteorológicas bajo las cuales se realizó el operativo militar eran las causas del accidente aéreo, lo cual comportaría, en principio, una falla en el servicio por parte de la entidad demandada, sin embargo, analizado el proceso se advierte que si bien está probado el daño antijurídico, estas afirmaciones carecen totalmente de prueba, siendo sólo simples suposiciones que no permiten una imputación bajo este régimen. 

De otro lado, se evidencia con claridad que quien estaba al mando de la aeronave siniestrada era una persona diferente al Suboficial Manzanares Gómez, ya que él hacia parte del grupo de oficiales que estaban siendo trasladados hacia Saravena con el fin de relevar a otros uniformados que se encontraban desempeñando un operativo militar en una zona de orden público, de allí que, la decisión sobre el derecho a ser indemnizado deberá gobernarse con fundamento en un régimen objetivo por actividad peligrosa. 

Es menester destacar que, en los casos de daños ocasionados por la materialización de los riesgos propios de la actividad peligrosa, en la que sufre un menoscabo quien no tiene la guarda material sobre una actividad, la reparación debe ser adoptada bajo el régimen de responsabilidad objetivo, cuando no está probada la falla en el servicio. Con relación a este punto se ha señalado:

“Quien maneja un arma, conduce un vehículo, etc, no podrá invocar después el ejercicio de la actividad peligrosa para reclamar del Estado la indemnización por el daño que sufra como consecuencia del uso del arma, de la conducción del automotor, etc, en tanto es él mismo, precisamente, quien está llamado a actuar de manera prudente y diligente en el ejercicio de la actividad peligrosa que se le recomienda.

“De tal manera, el servidor público de la fuerza pública que manipula un arma y se lesiona, no podrá acudir a este régimen de responsabilidad para obtener la indemnización de los perjuicios que se le hubieren causado; por el contrario, si el afectado es un tercero, quedará relevado de probar la falla del servicio y la administración sólo se exonerara si acredita que el hecho se produjo por culpa exclusiva de la víctima, por el hecho de un tercero ajeno al servicio, exclusivo y diferente, o por fuerza mayor
.
 [Resalta la Sala]
En perspectiva analógica, de lo anterior se infiere que el régimen de responsabilidad objetivo por riesgo excepcional resulta aplicable al funcionario de las fuerzas militares que resulte lesionado o muerto en una actividad aérea, cuando ésta le ha sido asignada para el cumplimiento de sus funciones y el pilotaje no sea ejercido por la misma víctima, o lo que es lo mismo, cuando no tenga la guarda material de la actividad. 

En efecto, en estos supuestos la responsabilidad está fundamentada no en el desequilibrio de la igualdad frente a las cargas públicas –tal y como ocurre en el título jurídico del daño especial– ni en el desconocimiento de la carga obligacional de la administración pública –falla del servicio– sino en la concreción o materialización de un riesgo de naturaleza excepcional que asociado al ejercicio de una actividad o instrumento peligroso tiene una alta probabilidad de irrogar daños que no se encuentran en la obligación de soportar. En ese orden de ideas, en este tipo de escenarios en los que un agente estatal no asume directa y voluntariamente la actividad peligrosa (V.gr. manejo o conducción de aeronaves), no se le puede señalar que haya sido un riesgo asumido por la víctima, de allí que sea preciso resarcir el daño causado.  

En ese orden, se hace imperativo derivar responsabilidad del ente demandado, pues no obran en el proceso medios suasorios que evidencien una causal impeditiva de imputación y desde luego excluyente de responsabilidad, toda vez que las pruebas son concluyentes en señalar que el Suboficial Técnico Tercero Jhon Manzanares Gómez, en desarrollo de una actividad propia del servicio constitutiva de una actividad peligrosa, sufrió un accidente aéreo del que sobrevino su muerte, cuando no era él quien tenía la guarda material de la nave.
Finalmente, se advierte que contrario a lo expresado por el Ministerio Público en los alegatos de conclusión en la primera instancia, en los eventos en que un funcionario sufre un daño como consecuencia de esta clase de actividades, la entidad estatal a la cual se encuentra vinculado el servidor, ve comprometida su responsabilidad patrimonial, más allá de las obligaciones derivadas de esa relación laboral, las cuales se cubren con la indemnización a fort fait a que tiene derecho en virtud de esa vinculación. 
Expuesto lo anterior, habrá lugar a confirmar la sentencia recurrida y a analizar la solicitud de la parte demandante referente a la negativa del perjuicio moral en favor de los hermanos del oficial fallecido y el aumento de la suma reconocida por este concepto a favor de los padres, esposa e hija.
4. De los perjuicios 
En relación con el perjuicio moral, la Sala de manera reiterada
 ha señalado que este tipo de daño se presume en los grados de parentesco cercanos, puesto que la familia constituye el eje central de la sociedad en los términos definidos en el artículo 42 de la Carta Política. De allí que, el juez no puede desconocer la regla de la experiencia que señala que el núcleo familiar cercano se aflige o acongoja con los daños irrogados a uno de sus miembros, lo cual es constitutivo de un perjuicio moral. En ese orden de ideas, habrá lugar a reconocer, vía presunción de aflicción, perjuicios morales a favor de los demandantes que hayan acreditado el parentesco o un vínculo afectivo con el occiso. 

Así las cosas, se reconocerán este tipo de perjuicios para todos los demandantes, previa aclaración de que conforme a lo expresado en sentencia del 6 de septiembre de 2001, se ha abandonado el criterio según el cual se consideraba procedente la aplicación analógica del artículo 106 del Código Penal de 1980, para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicio moral, y ha considerado que la valoración del mismo debe ser hecha por el juzgador, en cada caso, según su prudente juicio y con apoyo en el arbitrio juris, y ha sugerido la imposición de condenas por la suma de dinero equivalente a cien (100) salarios mínimos legales mensuales, en los eventos en que aquél se presente en su mayor grado
. 

De manera que, la Subsección aprovecha esta oportunidad para reiterar la jurisprudencia –acogida por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, de la Sala Plena de la Sección Tercera y la posición mayoritaria de la Subsección C
– sobre la materia, según la cual el daño moral al hacer referencia a la órbita interna del sujeto, no puede ser tasado a partir de criterios objetivos o tablas de punto, razón por la que para su liquidación se ha optado por la aplicación del arbitrio juris, postulado que se integra a la nomoárquica jurídica, y que, lejos de reflejar parámetros de arbitrariedad, su existencia y validez normativa encuentra fundamento en la sana crítica y en la reglas de la experiencia de las que se vale legítimamente el operador judicial para reconocer vía compensación una afectación a un bien tan personalísimo como las lesiones a la esfera u órbita interna y afectiva de la persona
. 

Así las cosas, comoquiera que en el sub judice la demandada no desvirtuó la presunción de aflicción sufrida por: Maria Esperanza Rodríguez; Sara Johana Manzanares; Hermógenes Manzanares; Licenia Gómez; Henry, Doris, Lindon, William y Luz Mery Manzanares Gómez, en consecuencia, respecto de éstos habrá lugar a decretar el perjuicio solicitado, según el arbitrio judicial, para lo cual es imprescindible tener en cuenta, la prueba de la consanguinidad entre éstos y la víctima
, la naturaleza del perjuicio, la intensidad y la gravedad del mismo
, razón por la cual se asignarán los porcentajes, para cada uno de los demandantes, en los valores que se indican a continuación: 
	MARIA ESPERANZA RODRÍGUEZ ARENAS
	100 SMMLV

	SARA JOHANA MANZANARES RODRÍGUEZ
	100 SMMLV

	HERMÓGENES MANZANARES 
	100 SMMLV

	LICENIA GÓMEZ RODRÍGUEZ
	100 SMMLV

	HENRY MANZANARES GÓMEZ
	50 SMMLV

	DORIS MANZANARES GÓMEZ
	50 SMMLV

	LINDON MANZANARES GÓMEZ
	50 SMMLV

	WILLIAM MANZANARES GÓMEZ
	50 SMMLV

	LUZ MERY MANZANARES GÓMEZ
	50 SMMLV

	LUCERO GÓMEZ 
	50 SMMLV


No obstante, con relación a los demandantes: José Enrique Gómez, Miriam y Magdalena Manzanares Gómez, habrá lugar a negar las pretensiones por ausencia de prueba idónea que permita establecer alguna relación de parentesco entre estos y la víctima, Jhon Manzanares Gómez. 

Se tiene por establecido que la legitimación en la causa por activa supone la verificación de que quien demanda tenga la titularidad para reclamar el interés jurídico que se debate en el proceso y, por lo tanto, sin importar si son o no procedentes las pretensiones formuladas.  

A folios 60 y 61 del cuaderno del Tribunal obran dos declaraciones extra juicio en la que se afirma el parentesco existente entre los demandantes y el fallecido, no obstante, el presente documento carece de pertinencia para acreditar el vínculo familiar y la consecuente legitimación material en la causa de: José Enrique Gómez, Miriam y Magdalena Manzanares Gómez. De allí que se negarán por ausencia de prueba relacionada con su interés en el presente litigio.

4.2
Daño material. Respecto del lucro cesante reconocido a favor de María Esperanza Rodríguez Arenas y Sara Johana Manzanares Rodríguez, se advierte que la fórmula utilizada para la liquidación fue errónea, toda vez que se hizo una única operación para la obtención de los valores; además, la suma que se tuvo en cuenta como salario base de liquidación no es correcta puesto que las cifras utilizadas para tal fin fueron los índices correspondientes al día del accidente y de la fecha en que se encontró la aeronave siniestrada, siendo lo correcto utilizar los correspondientes a: (i) la fecha en que la entidad demandada dejó de cancelar salario a la familia de la víctima, esto es, septiembre de 1989, lo cual quedó consignado en el documento allegado para acreditar el sueldo devengado por el oficial; y (ii) la sentencia de instancia. 

Siguiendo los parámetros anteriores, se procederá a realizar la liquidación del perjuicio material en la modalidad de lucro cesante a favor María Esperanza Rodríguez Arenas y Sara Johana Manzanares Rodríguez, por estar debidamente acreditado su parentesco con el fallecido, se reconocerá lo solicitado a partir del 26 de septiembre de 1989
. 
Ahora bien, acreditado el salario base de la liquidación, esto es, la suma percibida a título de contraprestación por la actividad ejercida
, se procederá a realizar la respectiva liquidación, teniendo como base el salario actualizado, $1´171.765,96, valor adicionado en un 25%, que corresponde a las prestaciones sociales, y a la suma obtenida se le descuenta otro 25% por concepto de gastos personales de la víctima, lo que da un resultado de $878.824,47. Así, la renta actualizada se dividirá en atención a que la compañera permanente y el hijo serían los beneficiarios. 

4.2.1
Liquidación de Sara Johana Manzanares Rodríguez:

La indemnización a que tiene derecho Sara Johana, en calidad de hija de la víctima, comprende dos períodos, uno vencido o consolidado, que se cuenta desde la fecha en que la entidad demandada dejó de pagarle a la víctima salario, hasta la fecha de la sentencia, para un total de 284 meses. 

En lo que respecta al lucro cesante futuro, no se entrará a liquidar, comoquiera que a la fecha de la presente sentencia la joven ha cumplido los 25 años, lo cual tuvo ocurrencia el 11 de marzo de los cursantes, y viene soportado en registro civil de nacimiento que obra a folio 59 del expediente. 
Debida o consolidada: 

S = Ra (1+ i)n - 1 
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0.004867

S = $ 268’182.457,oo
4.2.2 
Liquidación de María Esperanza Rodríguez Arenas:

En calidad de esposa de la víctima, tiene derecho a una indemnización que comprende dos períodos, uno vencido o consolidado, que se cuenta desde la fecha en que su esposo dejó de devengar hasta la actual, para un total de 284 meses, y el otro, futuro, que corre a partir de la fecha de esta sentencia hasta el fin de la vida probable, para un total de 332 meses. De lo anterior resulta:

Debida o consolidada: 

S = Ra (1+ i)n - 1 

 
 i

S = $439.412  (1+ 0.004867)284 - 1 

 


0.004867

S = $ 268´182.457,35
Futura o anticipada:

S = Ra (1+ i)n - 1 

 
i (1+ i) n
S = $439.412  (1+ 0.004867)332 - 1 

 

   0.004867 (1+ 0.004867)332
S = $70´893.216,oo

Sumados los valores de la indemnización debida y futura, se obtiene un total de $339´075.637,3 correspondiente al lucro cesante para la señora Ana Yolanda Rivera Castañeda.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:

MODIFÍCASE parcialmente la sentencia del 17 de julio de 2003, proferida por el Tribunal Administrativo de Arauca, en su lugar se decide:

Primero. Declárase administrativamente responsable a la Nación – Ministerio de Defensa – Fuerza Aérea Colombiana por los perjuicios causados a los demandantes, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. En consecuencia, se le condena a pagar las siguientes sumas de dinero:
Por concepto de daño moral:

	MARIA ESPERANZA RODRÍGUEZ ARENAS
	100 SMMLV

	SARA JOHANA MANZANARES RODRÍGUEZ
	100 SMMLV

	HERMÓGENES MANZANARES 
	100 SMMLV

	LICENIA GÓMEZ RODRÍGUEZ
	100 SMMLV

	HENRY MANZANARES GÓMEZ
	50 SMMLV

	DORIS MANZANARES GÓMEZ
	50 SMMLV

	LINDON MANZANARES GÓMEZ
	50 SMMLV

	WILLIAM MANZANARES GÓMEZ
	50 SMMLV

	LUZ MERY MANZANARES GÓMEZ
	50 SMMLV

	LUCERO GOMEZ 
	50 SMMLV


Por concepto de perjuicios materiales:

Para María Esperanza Rodríguez Arenas la suma de TRESCIENTOS TREINTA Y NUEVE MILLONES SETENTA Y CINCO MIL NOVECIENTOS SESENTA Y SEIS ($339´075.637,3)

Para Sara Johana Manzanares Rodríguez la suma de DOSCIENTOS SESENTA Y OCHO MILLONES CIENTO OCHENTA Y DOS MIL CUATROSIENTOS CINCUENTA Y SIETE ($268’182.457,oo)

Segundo. Deniéganse las demás pretensiones de la demanda. 

Tercero. Cúmplase lo dispuesto en esta providencia, en los términos establecidos en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.
Cuarto. En firme este fallo devuélvase el expediente al Tribunal de origen para su cumplimiento y expídanse a la parte demandante las copias auténticas con las constancias de las que trata el artículo 115 del Código de Procedimiento Civil.

 CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Presidente de la Sala

ENRIQUE GIL BOTERO                     OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ
� “Se produce cuando el término concedido por la ley, para entablar la demanda, ha vencido. El término de caducidad está edificado sobre la conveniencia de señalar un plazo objetivo, sin consideración a situaciones personales, invariable, para que quien se pretenda titular de un derecho opte por accionar o no.  Es por lo anterior que se da aplicación a la máxima latina "contra non volenten agere non currit prescriptio", es decir que el término de caducidad no puede ser materia de convención, antes de que se cumpla, ni después de transcurrido puede renunciarse. Dicho de otro modo, el término para accionar no es susceptible de interrupción, ni de renuncia por parte de la Administración. Es, que el término prefijado por la ley, obra independientemente y aún contra voluntad del beneficiario de la acción. La caducidad es la consecuencia de la expiración del término perentorio fijado, para el ejercicio de acción” Sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado el 11 de mayo de 2000, expediente 12.200.


� “(…) durante la marcha del proceso son innumerables las ocasiones en que corresponde a la parte ejercitar determinado acto, cuya omisión le traerá la pérdida de una oportunidad procesal; es lo que se denomina cargas procesales.” DEVIS Echandía, Hernando “Teoría General del Proceso”, Ed. Universidad Editores, Buenos Aires, Pág. 44. 


� LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Procedimiento Civil Parte General. Tomo I. Bogotá. Ed. Dupre. 2002. Pág. 507.


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencias de 11 de mayo de 2000 Rad. 12.200; 10 de noviembre de 2000 Rad. 18.805; 10 de abril de 1997 Rad. 10.954; y de 3 de agosto de 2006 Rad. 32537. Autos del 3 de agosto de 2006 Rad. 32537; 7 de febrero de 2007 Rad. 32.215. 


� Folio 120 Cdno 1° Tribunal. Registro de Defunción.


� Fl. 157 a 163 del Cdno. del Tribunal


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 3 de diciembre de 2007 Rad. 20.008 C.P. Ruth Stella Correa Palacio. Sentencia del 3 de mayo de 2007. Rad 16.180  C.P. Ramiro Saavedra Becerra. 





� En este sentido. Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 23 de junio de 2010. Rad. 19007 C.P. Enrique Gil Botero; Sentencia del 9 de junio de 2010. Rad.18719 C.P. Mauricio Fajardo.


� “En este supuesto, todos los sujetos asumen el carácter de guardianes, ejercitando el poder de gobierno y dirección de la cosa o sirviéndose de ella en conjunto. La pluralidad de guardianes puede presentarse de diferente modo; es factible que existan dos guardianes que de manera compartida se sirvan de la cosa y la tengan a su cuidado, ejercitando sobre ella el poder autónomo de gobierno, control y dirección; así, por ejemplo, cuando dos personas reciben un inmueble en comodato, actúan de manera conjunta como guardianes pues se sirven de ella y la tienen a su cuidado. 


“En otras oportunidades, en cambio, la pluralidad de guardianes puede presentarse de distinta manera, pues es uno de los sujetos el que se sirve de la cosa, aunque sin tener circunstancialmente sobre la cosa un poder de hecho autónomo que se traduzca en aquellas facultades de dirección, control y cuidado, y otro, distinto de aquél, es quien tiene estas prerrogativas aunque sin servirse de la cosa. Tal lo que sucede, por ejemplo, en el supuesto del contrato de depósito, al que hemos hecho referencia en el punto anterior.” PIZARRO, Ramón Daniel “Responsabilidad Civil por el Riesgo o Vicio de la Cosa”, Ed. Universidad, Buenos Aires, 1983, Pág. 405. 


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 7 de septiembre de 2000. Rad. 13.184. C.P. Ricardo Hoyos Duque.


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 23 de junio de 2010. Rad. 17632. C.P. Ruth Stella Correa Palacios.


� Consejo de Estado, Sección Tercera: sentencias del 15 de octubre de 2008, exp. 18586, del 13 de agosto de 2008, exp. 17042, y del 1º de octubre de 2008, exp. 27268. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, expediente 13.232-15.646.


�  Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencias del 1º de febrero de 2012, exp. 20106 y del 14 de marzo de 2012, exp. 21859, M.P. Enrique Gil Botero. 


� Sobre la improcedencia de la aplicación del test de proporcionalidad en la tasación de los perjuicios morales, véase: Sentencia del 5 de julio de 2012, Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, Exp. 21.928; Sentencia del 19 de noviembre de 2012, exp. 24.260; Sentencia del 24 de abril de 2013, exp. 26.195; Sentencia del 8 de mayo de 2013, exp. 26.754, entre otras.


� Registros civiles de nacimiento obrante a folios 53 del cuaderno del Tribunal; 24 y 25, 35 a 40 del cuaderno 2 de pruebas. 


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Plena de la Sección Tercera. Sentencia del 23 de agosto de 2012. Rad. 24.392. Consejero Ponente: Hernán Andrade Rincón. 


� En el documento obrante a folio 118 del cuaderno No. 3 de pruebas, la entidad demandada acredita que el fallecido devengó hasta el mes de septiembre de 1989, esto es, dos años después de su desaparecimiento, por lo que, para la liquidación se tendrá en cuenta esta última fecha. 





� En la liquidación de las prestaciones sociales realizada por las Fuerzas Aéreas consta que el último salario total devengado por el Suboficial Jhon Manzanares Gómez era de $82.687,50 pesos (Fl. 118 Cdno. 3° Pruebas).








